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D.ª María Alicia Millán Herrandis

D. Manuel Delgado-Iribarren García-Campero

En Madrid, a 19 de junio de 2025.

Esta Sala ha visto el recurso contencioso-administrativo nº 574/2024promovido por la ASOCIACIÓN
NACIONAL DE PILOTOS DE DRONES,representada por el procurador don Ignacio López Chocarro y bajo la
dirección letrada de don Manuel José Silva Sánchez, contra el Real Decreto 517/2024, de 4 de junio, por el que
se desarrolla el régimen jurídico para la utilización civil de sistemas de aeronaves no tripuladas (UAS), y se
modifican diversas normas reglamentarias en materia de control a la importación de determinados productos
respecto a las normas aplicables en materia de seguridad de los productos; demostraciones aéreas civiles;
lucha contra incendios y búsqueda y salvamento y requisitos en materia de aeronavegabilidad y licencias para
otras actividades aeronáuticas; matriculación de aeronaves civiles; compatibilidad electromagnética de los
equipos eléctricos y electrónicos; Reglamento del aire y disposiciones operativas comunes para los servicios y
procedimientos de navegación aérea; y notificación de sucesos de la aviación civil. Han sido partes recurridas,
la Administración del Estado, representada y asistida por la Abogacía del Estado, y la Agrupación de Escuelas
de Formación Aeronáutica, representada por el procurador don José Luis Barragués Fernández y bajo la
dirección letrada de don Basilio Valcárcel Toirán.

Ha sido ponente el Excmo. Sr. D. José Luis Requero Ibáñez.

ANTECEDENTES DE HECHO

PRIMERO.-La representación procesal de la Asociación Nacional de Pilotos de Drones, interpuso recurso
contencioso-administrativo contra el Real Decreto 517/2024, de 4 de junio, por el que se desarrolla el régimen
jurídico para la utilización civil de sistemas de aeronaves no tripuladas (UAS), y se modifican diversas normas
reglamentarias en materia de control a la importación de determinados productos respecto a las normas
aplicables en materia de seguridad de los productos; demostraciones aéreas civiles; lucha contra incendios
y búsqueda y salvamento y requisitos en materia de aeronavegabilidad y licencias para otras actividades
aeronáuticas; matriculación de aeronaves civiles; compatibilidad electromagnética de los equipos eléctricos
y electrónicos; Reglamento del aire y disposiciones operativas comunes para los servicios y procedimientos
de navegación aérea; y notificación de sucesos de la aviación civil, (en adelante, Real Decreto 517/2024).

SEGUNDO.-Por Otrosí se interesó la suspensión cautelar de la ejecutividad y eficacia de los apartados e), f) y
g) y i) del artículo 23.1; de los apartados a), e) y f) del artículo 24.1; del punto 4.º del apartado b) del artículo
25; del artículo 31.2, del artículo 40.1; de los apartados a) y b) del artículo 40.3; y del artículo 40.4 del Real
Decreto mencionado

TERCERO.-Por diligencia de ordenación de 2 de septiembre de 2024 la Sala tuvo por interpuesto el
recurso contencioso-administrativo, requiriendo a la Administración del Estado la remisión del expediente
administrativo y que practicara los emplazamientos previstos en el artículo 49 de la Ley de la Jurisdicción.

CUARTO.-Formada pieza separada de medida cautelar, por auto de 24 de septiembre de 2024 se acordó
denegar la suspensión solicitada.

QUINTO.-Recibido el expediente administrativo, se confirió traslado del mismo al demandante por diligencia
de ordenación de 12 de septiembre de 2024, para que en el plazo legal formulase demanda.

SEXTO.-Por escrito presentado el 29 de noviembre de 2024, el demandante formalizó su escrito de demanda en
la que terminó interesando, en base a los hechos y fundamentos que expone, que se dicte sentencia por la que
se estime el recurso interpuesto y se acuerde declarar la nulidad de pleno Derecho del Real Decreto impugnado
y, subsidiariamente, solo en el hipotético supuesto de que no acuerde anular el Real Decreto 517/2024 en su
integridad, acuerde la anulación de los siguientes preceptos y apartados: artículos 40, 53, 54, 55, 56, 57 y 58,
apartado primero del artículo 63 y disposición adicional décima.

SÉPTIMO.-Por diligencia de ordenación de 2 de diciembre de 2024 se tuvo por formalizada la demanda y se
acordó dar traslado de la misma, con entrega del expediente administrativo, a la Administración del Estado
para que la contestara en el plazo de veinte días.

OCTAVO.-La Abogacía del Estado evacuó el traslado conferido mediante escrito de 13 de enero de 2025 en el
que interesó, en esencia, la desestimación del recurso con imposición de costas a la parte actora.

NOVENO.-Por diligencia de ordenación de 15 de enero de 2025 se tuvo por contestada la demanda por la
Administración del Estado y se dio traslado de la demanda, con entrega del expediente administrativo, a la
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representación procesal de la Agrupación de Escuelas de Formación Aeronáutica (en adelante, AEFA), para
su contestación.

DÉCIMO.-La representación procesal de AEFA evacuó el traslado conferido mediante escrito de 18 de febrero
de 2025 en el que interesó, en resumen, que se dicte sentencia desestimatoria del recurso, con expresa
imposición de costas a la actora.

UNDÉCIMO.-Por decreto de 20 de febrero de 2025 se tuvo por contestada la demanda por la representación
procesal de AEFA y pasaron los autos al ponente para resolver sobre el recibimiento del pleito a prueba.

DUODÉCIMO.-Por auto de 21 de febrero de 2025 se acordó recibir el pleito a prueba con el resultado que consta
en las actuaciones y se abrió el trámite de conclusiones conforme al artículo 64 de la Ley 29/1998, de 13 de
julio, reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa (en adelante, LJCA), concediendo a la actora
el plazo de diez días a fin de que presentara su escrito.

DÉCIMO TERCERO.-Evacuado por el demandante el trámite anterior, por diligencia de ordenación de 12 de
marzo de 2025 se otorgó plazo a las partes recurridas para que presentaran sus escritos de conclusiones, con
el resultado que consta en autos.

DÉCIMO CUARTO.-Conclusas las actuaciones, mediante providencia de 10 de abril de 2025 se señaló para
votación y fallo de este recurso el día 10 de junio de 2025, fecha en que tuvo lugar el acto, y se designó
Magistrado ponente al Excmo. Sr. don José Luis Requero Ibáñez.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

PRIMERO.- EL REAL DECRETO 517/2024.

1. La Asociación Nacional de Pilotos de Drones impugna el Real Decreto 517/2024, cuya larga nominación
hemos transcrito en el Antecedente de Hecho Primero de esta sentencia.

2. Conviene recordar que por Ley 18/2014, de 15 de octubre, se reformó la Ley 48/1960, de 21 de julio,
sobre Navegación Aérea, considerando a las "aeronaves sin piloto" como verdaderas aeronaves sujetas a la
legislación aeronáutica civil. Ante el incremento de su uso, con riesgo para la seguridad aérea, se estableció un
régimen temporal, efímero, que permitía operaciones alejadas de entornos urbanos, fuera del espacio aéreo
de la aviación tradicional y, principalmente, dentro del alcance visual del piloto. Por razón del carácter efímero
de esa regulación, en su disposición final segunda preveía una normativa permanente de rango reglamentario,
por lo que se aprobó el Real Decreto 1036/2017, de 15 de diciembre (en adelante, Real Decreto 1036/2017).

3. Este Real Decreto 1036/2017 -derogado por el que ahora se impugna- regulaba el régimen jurídico definitivo
aplicable a la utilización civil de las aeronaves pilotadas por control remoto -Remotely Piloted Aircraften su
denominación en inglés (RPA)- o, coloquialmente, drones, no sujetas a la normativa de la Unión Europea.

4. Estas aeronaves se configuran como un subgénero dentro de las tripuladas pues son las que cuentan con un
piloto que maneja los mandos mediante control remoto y regulaba el régimen de aquellas cuya masa máxima
al despegue es inferior a los 150 kg y las otras de masa máxima al despegue superior destinadas a operaciones
de aduanas, policía, búsqueda y salvamento, lucha contra incendios, guardacostas o similares. Tal disposición
respondía a la necesidad de garantizar que las operaciones con RPA se realizasen con los niveles necesarios
de seguridad para la propia operación y para terceros, y mantenía los estándares de seguridad operacional
para el resto de los usuarios del espacio aéreo.

5. La Comisión Europea ya había advertido de que, dentro de la Estrategia Europea de Aviación, tenía la
intención de establecer la regulación unitaria de los drones y así, vigente ya este Real Decreto 1036/2017, se
aprobaron los siguientes Reglamentos:

1º El Reglamento (UE) 2018/1139 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 4 de julio, o Reglamento Base, que
establece normas comunes en el ámbito de la aviación civil y crea la European Union Aviation Safety Agency(en
adelante, EASA). En lo que ahora interesa emplea ya la denominación de Unmanned Aerial Vehicle(en adelante
UAS) que engloba a las RPA y a las aeronaves operadas o diseñadas para operar de forma autónoma; en todo
caso, se mantiene la denominación común de drones, si bien en esta sentencia nos referiremos a los UAS.

2º Este Reglamento Base extiende su competencia sobre los UAS y quedan fuera de su normativa las
"actividades o servicios no EASA" que son competencia de los Estados miembros, como es el caso, por
ejemplo, de los UAS de las Fuerzas Armadas o de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad, entre otras, más aquellas
que tengan un bajo riesgo para seguridad aérea, independientemente de la actividad a la que se dediquen.
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3º Consecuencia del Reglamento Base es el Reglamento Delegado (UE) 2019/945 de la Comisión, de 12 de
marzo, o Reglamento Delegado, mediante el que Unión Europea asume competencias para la mayor parte
de los UAS, regula sus requisitos técnicos y los sistemas de estas aeronaves y el régimen de operadores de
terceros países de sistemas de los UAS.

4º El Reglamento de Ejecución (UE) 2019/947 de la Comisión, de 24 de mayo, o Reglamento de Ejecución,
que establece normas y procedimientos aplicables a los UAS en las materias que deja a la competencia a
los Estados miembros; regula el régimen de las operaciones con los UAS; define zonas geográficas de los
UAS por razones de seguridad, protección, privacidad o medio ambiente y habilita a los Estados miembros
para imponer condiciones particulares para algunas o todas las operaciones de los UAS o permitir el acceso
únicamente a los UAS con determinadas características técnicas.

5º Y, en fin, el Reglamento de Ejecución (UE) 2021/664, de la Comisión, de 22 de abril, o Reglamento U-Space,
que establece el marco regulador para el U-Space. Se dictó estando en trámite el procedimiento de elaboración
del Real decreto 517/2024 impugnado, obedece a la proliferación de los UAS y establece unos requisitos
mínimos para las operaciones de los UAS, como exigencia de seguridad en la integración del empleo de ese
espacio aéreo. A tal fin regula unas zonas geográficas denominadas "espacio aéreo U-Space".

6. De esos Reglamentos reparamos en el Reglamento de Ejecución que instaura lo que denomina "zona
geográfica de los UAS" como parte del espacio aéreo que define cada Estado y que facilita, restringe o excluye
operaciones de los UAS, con el fin de gestionar los riesgos para la seguridad, la protección, la privacidad, la
protección de datos personales o el medio ambiente [artículo 2.2)]. Además regula las distintas categorías
de operaciones de los UAS -abierta, específica o certificada- y de ellas destacamos la abierta, subdividida
en operaciones A1 y A2, operaciones abiertas que no están sujetas a ninguna autorización previa ni a una
declaración operacional del operador de los UAS antes de que se realice la operación [artículo 3.a)], si bien
deberán respetar las limitaciones operacionales de la parte A del anexo.

7. Pues bien, tras aprobarse la normativa europea antes reseñada, en la Memoria de Análisis de Impacto
Normativo (en adelante, MAIN) de lo que luego fue Real Decreto 517/2024, se nos dice que el Real Decreto
1036/2017 devino inaplicable para la mayoría de las operaciones civiles de RPA, que pasaron a ser los UAS y
quedar sujetos a los Reglamentos Delegado y de Ejecución en las materias competencia de los Estados, más
el Reglamento U-Space.

8. De esta manera nos dice la MAIN que había estas opciones: o no hacer nada, o derogar el Real Decreto
1036/2017, o mantenerlo, pero completar los Reglamentos europeos con una disposición específica; o bien
la opción que prosperó a juicio de los Ministerios promotores: derogarlo y elaborar una disposición -la ahora
impugnada- que regulase el régimen de los UAS en los aspectos excluidos de la normativa europea y completar
los Reglamentos de la Unión Europea.

SEGUNDO.- LÍNEAS GENERALES DE LA DEMANDA.

1. La Asociación Nacional de Pilotos de Drones demandante alega dos bloques de motivos de impugnación:
uno por infracciones del procedimiento de elaboración, con lo que pretende la nulidad del todo el Real
Decreto 517/2024 y, subsidiariamente, la nulidad de concretos preceptos, bloques que se corresponden,
respectivamente, a la pretensión principal y a la subsidiaria (cfr. supra Antecedente de Hecho Sexto). Al primer
bloque dedicaremos los Fundamentos de Derecho Tercero a Séptimo y al segundo, del Octavo al Undécimo.

2. Pero antes de entrar en los motivos de impugnación, conviene reparar en lo que es el hilo conductor
de la demanda. Como hemos dicho a propósito de las "zonas geográficas de los UAS", el artículo 15.1 del
Reglamento de Ejecución apodera a los Estados para definirlas atendiendo a los motivos antes reseñados y
relacionados en el artículo 2.2 (seguridad, la protección, la privacidad, la protección de datos personales o el
medio ambiente) y prevé que, al hacerlo, los Estados podrán establecer las prohibiciones y limitaciones que
relaciona, más la posibilidad de establecer exenciones (artículo 15.2).

3. España, mediante el Real Decreto 517/2024 impugnado, ha establecido cinco zonas geográficas de los UAS
generales: las prohibidas, restringidas y asociadas a la gestión del uso flexible del espacio aéreo (artículo
37); las establecidas por razones de la seguridad militar, de la Defensa Nacional y de la seguridad del Estado
(artículo 38); por razón de la protección de las instalaciones e infraestructuras en la que se prestan servicios
esenciales para la comunidad (artículo 39); por razón de la seguridad ciudadana y la protección de personas
y bienes en entornos urbanos (artículo 40) y, finalmente, por razón de la seguridad operacional en el entorno
de aeródromos o helipuertos, civiles o militares (artículo 41).

4. Pues bien, a juicio de la Asociación demandante el Real Decreto 517/2024 impugnado deroga el anterior
Real Decreto 1036/2017 ante el cambio de paradigma que supone el Reglamento de Ejecución, por el que se
pasa a un modelo sin limitaciones, si bien cabe imponerlas excepcionalmente y para ello apodera a los Estados
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miembros. Sin embargo el Real Decreto 517/2024 va más allá del Reglamento de Ejecución, sigue la senda
del Real Decreto 1036/2017 y al regular las "zonas geográficas de los UAS" parte de un panorama general
prohibitivo pues habla de las operaciones de los UAS "cuando estén permitidas" y con sujeción a "limitaciones
y condiciones" para cada una de ellas.

5. Este planteamiento le lleva a sostener, a efectos del primer bloque de motivos de impugnación, que no
están justificadas ni razonadas esas condiciones, limitaciones y obligaciones, y los concretos preceptos que
ataca en su pretensión subsidiaria -correspondientes al segundo bloque- recogen obligaciones o limitaciones,
haciendo hincapié en cuanto a las zonas geográficas de los UAS generales (no cuestiona las particulares) en
las llamadas "zonas geográficas de los UAS generales por razón de la seguridad ciudadana y la protección de
personas y bienes en entornos urbanos" (artículo 40) y, dentro de ella la categoría "abierta", que es libre.

TERCERO.- INFRACCIÓN DEL PROCEDIMIENTO DE ELABORACIÓN: FALTA DE MOTIVACIÓN EN DEFINICIÓN
DE ZONAS GEOGRÁFICAS.

1. En síntesis, sostiene la demanda lo siguiente:

1º El artículo 2.4 del Reglamento de Ejecución crea "zonas geográficas de los UAS" en concreto las "generales"
-en las que se centra- y apodera a los Estados para restringir o excluir operaciones con los UAS para proteger
los intereses generales, seguridad, protección, privacidad, datos personales o medio ambiente.

2º Al principio dice que el Real Decreto 517/2024 no motiva las diversas "zonas geográficas de los UAS", pero
finalmente reconoce que en la novena versión de la MAIN sí lo razona y justifica, pero no así las obligaciones,
limitaciones y prohibiciones.

3º Rechaza como razón que todo pivote sobre la idea de "seguridad", lo admite en casos de
aglomeraciones de personas, helipuertos, instalaciones militares, espacio aéreo controlado, pero es exagerado
-desproporcionado- en playas, parques, que no se pueda sobrevolar un edificio, etc., sin que haya estudios o
datos que demuestren la incomodidad de la ciudadanía ante la presencia de drones, etc.

2. La Abogacía del Estado y la parte codemandada (la Agrupación de Escuelas de Formación Aeronáutica)
oponen, en síntesis, que los Reglamentos de la Unión Europea antes citados, apoderan a los Estados para
condicionar las operaciones de los UAS (seguridad pública, protección de personas y bienes, de la privacidad
y medio ambiente), y a tal efecto la Abogacía del Estado va relacionando todas las zonas geográficas de los
UAS y las razones de su creación.

3. Antes de abordar la cuestión planteada es preciso recordar esto:

1º Tratándose de disposiciones reglamentarias, su motivación no cabe exigirla como si se tratase de actos
o resoluciones, pues un reglamento regula y un acto administrativo resuelve, decide, luego responde a un
razonamiento lógico que finaliza con una decisión, lo que exige la necesaria motivación o fundamentación. El
reglamento debe responder, desde luego, a una razón que lo justifique y que además justifique la opción de
sus determinaciones luego no cabe la arbitrariedad, ahora bien, la cuestión es cómo se conocen esas razones.

2º Partiendo de esas premisas, son vías idóneas indagar en esa razón justificativa que se atienda a la evolución
de la normativa en la que se inserta la regulación impugnada y en las normas que sirven de cobertura. De
especial relevancia es la MAIN en cuanto que documenta el procedimiento de elaboración de la futura norma y
en el que debe justificarse la razón de la iniciativa reglamentaria, las opciones barajadas más lo que se razone al
aceptar o rechazar las observaciones hechas en fase de alegaciones e información pública; a estos medios se
añaden los informes que se recaben y, en fin, lo que conste en el preámbulo de la disposición una vez aprobada.

3º Estas exigencias son vitales pues se trata de incorporar al ordenamiento jurídico, al sistema de fuentes, una
norma con vocación de generalidad y permanencia, de ahí la especial relevancia de exigencias ya elevadas a
rango de ley, como así recogen el artículo 26.2, 3 y 5 de la Ley 50/1997, de 27 de noviembre, del Gobierno (en
adelante, Ley 50/1997), en relación con el artículo 129 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento
Administrativo Común de las Administraciones Públicas (en adelante, Ley 39/2015).

4º Y por último, no conviene perder de vista que si se reprocha a una disposición reglamentaria que incurre en
arbitrariedad por no dar razón de lo que regula, no cabe confundir esa falta de motivación con la disconformidad
con lo regulado. El ámbito natural para hacer valer esas discrepancias es, precisamente, el procedimiento de
elaboración en las diferentes fases de participación: la de consulta pública y, ya sobre un proyecto articulado,
en las fases de alegaciones.

4. Y dicho lo anterior, se desestima este motivo de impugnación por las siguientes razones:

1º La demanda, más que atacar lo que integra o conforma cada una de las zonas geográficas de los UAS
generales, se centra en las diferentes obligaciones, prohibiciones, limitaciones y condicionantes, a las que nos
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referiremos en esta sentencia con la denominación de "restricciones". Para ello partimos de lo ya expuesto,
que el artículo 15.1 del Reglamento de Ejecución apodera a los Estados para prever según el tipo de zona
geográfica las diversas restricciones para operar los UAS. Y a estos efectos -también lo hemos adelantado- de
las distintas zonas geográficas de los UAS generales, la demandante se centra en las restricciones referidas
al entorno urbano (artículo 40).

2º Los bienes y ámbitos incluidos en esa zona geográfica de los UAS general consistente en el entorno urbano,
se tutelan mediante unas restricciones que, a efectos de la motivación, se pueden entender implícitamente
justificadas por el riesgo que implica el vuelo de UAS por razones de seguridad, protección de personas y
bienes, privacidad y el medio ambiente.

3º Esto, en puridad, no lo llega a cuestionar la demandante y a la vista de esa admisión deducimos que lo que
presenta como determinaciones arbitrarias son, más bien, discrepancias. En este sentido, en conclusiones,
reprocha a la Abogacía del Estado que dedique diez folios a exponer la razón de las restricciones, algo que
debió hacer la MAIN o deducirse del preámbulo del Real Decreto 517/2024, ahora bien, ante este motivo de
impugnación la Abogacía del Estado no tiene otra salida que insistir en lo que regulan los artículos 37 a 42,
este último referido a las excepciones por razón de la seguridad operacional en el entorno de los aeródromos o
helipuertos, civiles o militares, y por razón de la seguridad operacional en espacio aéreo controlado y en zonas
de información de vuelo (FIZ).

4º Cabe así aceptar la objeción de la Abogacía del Estado que apela a la notoriedad -también a efectos
procesales- de algunas restricciones como es el caso, por ejemplo, de que fuera del entorno urbano se prohíban
operaciones sobre instalaciones militares, aeropuertos, sobre espacio aéreo controlado. Y en cuanto a los
entornos urbanos, que es en lo que más insiste la demandante, es un hecho notorio la procedencia de proteger
a las personas limitando o prohibiendo el vuelo de UAS o, como sostiene la MAIN, la evidencia de que en esos
ámbitos urbanos las operaciones con UAS no gozan de absoluta aceptación ciudadana.

5º Por tanto, en esos entornos no requiere especial motivación que se prohíba sobrevolar edificios,
construcciones estables similares a edificios, casas ni cualquier otro domicilio de personas físicas y sus zonas
de recreo, patios y zonas análogas, ya sean de titularidad pública o privada. Y otro tanto cabe decir con la
exclusión de actividades o servicios no EASA.

6º En cuanto a las condiciones de mantener ciertas distancias de seguridad horizontal según el tipo de
operación, clase de UAS y peso, tampoco se nos alega una razón que lleve a nuestro ánimo la idea firme de
condiciones absurdas, ilógicas o arbitrarias. Y que se eximan esas limitaciones cuando las operaciones UAS
las permita el órgano competente o el titular o administrador del edificio o construcción estable similar a un
edificio, casa o domicilio de personas físicas, sería más un motivo de impugnación con base en una norma de
cobertura infringida que un reproche genérico por arbitrariedad.

7º En fin, la demandante apunta a casos concretos, a modo de ejemplo, de lo que entiende son restricciones no
justificadas que se inspiran en el planteamiento expuesto en el anterior Fundamento de Derecho Segundo, todo
lo cual queda en pareceres discrepantes que, por cierto, bien pudo hacerlos valer en el trámite de audiencia
al que, salvo error, no consta que acudiese.

CUARTO.- INFRACCIÓN DEL PROCEDIMIENTO DE ELABORACIÓN: OMISIÓN DEL NUEVO TRÁMITE DE
INFORMACIÓN PÚBLICA TRAS SUCESIVAS VERSIONES DEL PROYECTO.

1. Alega la demandante que se tardaron cuatro años en elaborar el Real Decreto 517/2024 y hubo hasta
nueve MAIN, pero en ese largo procedimiento de elaboración hubo sólo un trámite de audiencia e información
pública, entre 5 octubre y 6 de noviembre de 2020 y después se introdujeron dos novedades sustanciales: la
incorporación del Reglamento U-Space antes citado y la creación del registro dependiente del Ministerio del
Interior, novedades que implican la infracción del artículo 26.6 de la Ley del Gobierno y la jurisprudencia sobre
qué se entiende por "aspectos sustanciales" en las modificaciones del proyecto inicial, sin que esas novedades
se refieran a aspectos organizativos.

2. Frente a ello, la Abogacía del Estado y la codemandada advierten que, de estimarse este motivo de
impugnación, no debería provocar la nulidad de todo el Real Decreto 517/2024 sino sólo de los artículos
afectados; además, ambos aspectos se introdujeron a raíz de observaciones en trámite de audiencia y el
registro por sugerencia del Ministerio del Interior, siendo materias organizativas.

3. Respecto de las modificaciones de los proyectos de disposiciones generales tras el trámite de alegaciones
o información pública, la jurisprudencia se resume en estos términos:

1º A lo largo del procedimiento de elaboración de un reglamento -precisamente por ese principio participativo
que lo informa- es frecuente que vaya cambiando la redacción del texto proyectado. Esto es normal, pero al no
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aplicarse el principio contradictorio la regla general es que no es exigible reiniciar una y otra vez los trámites
de audiencia, información o recabar informes a medida que en ese proceso de elaboración va cambiándose
el proyecto que se gesta.

2º Esta regla general tiene como excepción los casos en los que en una nueva versión del proyecto se
introducen cambios sustanciales, que afectan a los aspectos nucleares de lo proyectado, tanto por la
relevancia intrínseca de las alteraciones como por su significación relativa, esto es, poniéndolas en relación
con el conjunto de la disposición a fin de determinar en qué medida alteran de manera sustantiva el modelo
regulatorio inicialmente propuesto.

4. En el caso de autos la regulación referida al Reglamento U-Space es relevante, pero entendemos que no
alcanza a integrar este motivo de nulidad pues, en lo sustantivo, el Reglamento U-Space es de aplicación
directa y contiene una regulación completa y lo que añade el Real Decreto 517/2024 son realmente aspectos
organizativos sobre los que, dicho sea de paso, nada ha opuesto la demandante: quién es el proveedor único
de servicios de información común de los espacios U-Space en la fase de implementación del sistema [artículo
3.1.c) en relación con disposición adicional octava] y designa en el artículo 45.4 como espacio aéreo U-Space
zonas geográficas particulares a las que, dicho sea de paso, no se ha opuesto a diferencia de las generales
y de entre estas sólo a las referidas al entorno urbano, a lo que se añaden normas administrativas (artículos
62 y 64).

5. Más entidad tiene la creación del "Registro de aeronaves no tripuladas dependiente del Ministerio del Interior"
y que se regula en la Sección 3ª del Capítulo VI. Se trata de un Registro cuyo propósito de creación no es
novedoso: lo preveía el proyecto de lo que fue el Real Decreto 1036/2017 ya citado, pero se abandonó tras
la observación esencial que hizo el Consejo de Estado en su dictamen 840/2017: entendió que la inscripción
registral era una obligación que «no puede hacerse mediante norma de rango reglamentario si no encuentra
un fundamento legal expreso habilitante» y esa cobertura no la daba el artículo 25, párrafo segundo, de la Ley
Orgánica 4/2015, de 30 de marzo, de protección de la seguridad ciudadana, en concreto por razón del concepto
"aeronaves ligeras".

6. Sin embargo, ahora se reintroduce a sugerencia del Ministerio del Interior y ya cuenta con el amparo del
Consejo de Estado que ha cambiado de criterio en su dictamen 327/2023. Ciertamente la demandante no hace
especial razonamiento sobre tal punto en la demanda, simplemente alega que es una innovación sustancial sin
que haya podido alegarse en el trámite de audiencia e información pública; pero, además, pretende la nulidad
de esa regulación ya como motivo sustantivo y así pide que declaremos la nulidad de la Sección 3ª del Capítulo
VI, artículos 53 a 58.

7. La Sala opta por desplazar su enjuiciamiento y llevarlo, no a si tiene cobertura en la citada ley orgánica, sino
al hecho de que la creación de tal Registro se introdujo tras la fase de alegaciones e información pública. Y
ciertamente se trata de una novedad sustancial, no exenta de controversia como hemos visto, sobre la que
nada se ha podido alegar en esos trámites y que implica unas obligaciones registrales cuya infracción, además,
tiene una previsión sancionadora específica al margen de la prevista en la disposición adicional décima y que
es objeto de un motivo de impugnación específico.

8. Una novedad de tal relevancia, con la controversia que le precede es, como decimos, "sustancial", por lo que
debió someterse a un nuevo trámite de información pública y audiencia, máxime cuando había tiempo para
hacerlo sin dilatar la aprobación del real decreto. Por esta razón se estima en este punto la demanda, si bien
los efectos de la estimación deben ceñirse a lo imprescindible y no alcanzan a todo el Real Decreto 517/2024,
sino sólo a la Sección 3ª del Capítulo VI.

QUINTO.- INFRACCIÓN DEL PROCEDIMIENTO DE ELABORACIÓN: FALTA DE VALORACIÓN DE IMPACTOS
ECONÓMICOS E INEXISTENCIA DE MEMORIA ECONÓMICA.

1. La demandante alega la infracción del artículo 26.3.d) de la Ley 50/1997 y del artículo 130.2 de la Ley
39/2015, pues la MAIN sólo dice que "tiene efecto positivo en la economía", pero nada sobre la incidencia de la
expansión del número de operadores UAS, cómo su uso incide en sectores económicos (minería, agricultura,
seguros, cine, etc.) o cómo inciden las obligaciones y limitaciones que, lejos de ser excepcionales, son
generales; además la MAIN sólo dice que "no tiene efectos significativos en la competencia", pero no se ha
oído a la Comisión Nacional de los Mercados y de la Competencia (CNMC), cuando una sola empresa abarca
el 75% del sector.

2. La Abogacía del Estado y la codemandada oponen que se pidieron informes a los órganos ministeriales con
competencias en esas materias, el impacto económico lo aborda la MAIN y, sobre tal aspecto, nada ha opuesto
en su dictamen el Consejo de Estado. Además, el Real Decreto 517/2024 no impone barreras a operadores
económicos y analiza el impacto en PYMES.
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3. Sobre este motivo de impugnación el juicio de la Sala es desestimatorio. Todos los aspectos que plantea
la demandante se abordan en la MAIN, cosa distinta es que no se haga con la profundidad y detalle que
reclama el demandante y, si bien es verdad que no se ha oído expresamente a la CNMC, lo cierto es que no
es preceptivo, sin entrar en si podría ser aconsejable ex artículo 26.5 de la Ley 50/1997. Y si, ciertamente, las
restricciones pueden incidir en el empleo de UAS por sectores económicos, tal aspecto lo lleva la demanda
a otro motivo sustantivo que es donde debe verse: la "comunicación previa" en zonas geográficas de UAS en
entornos urbanos.

SEXTO.- INFRACCIÓN DEL PROCEDIMIENTO DE ELABORACIÓN POR FALTA DE ANÁLISIS IMPACTO
PRESUPUESTARIO.

1. Sobre tal aspecto sostiene la demandante que la MAIN asegura que tal impacto es casi nulo, y rechaza
al análisis del coste de gestionar por Ministerio del Interior la "comunicación previa" regulada en el artículo
40.3.a) con el argumento de que tal comunicación ya se preveía en el Real Decreto 1036/2027, "comunicación
previa" que es motivo específico -en lo sustantivo- de impugnación.

2. La Abogacía del Estado y el codemandado no niegan que el Real Decreto 517/2024 no vaya a tener reflejo
presupuestario, pero una cosa es su coste y otra su impacto presupuestario. Sobre tal aspecto, la demanda se
basa tan sólo en suposiciones e insisten en que la "comunicación previa" ya estaba prevista en el Real Decreto
1036/2017.

3. El juicio de la Sala es también contrario a estimar por este motivo la demanda. En efecto, nada diremos
sobre el coste del "Registro de aeronaves no tripuladas dependiente del Ministerio del Interior" pues en ese
aspecto se ha estimado la demanda y respecto del impacto presupuestario, del tenor de los razonamientos de
la demandante no se deduce un motivo de entidad, sino más bien una alegación "a más" que, como opone la
Abogacía del Estado, en el fondo todo se basa en suposiciones, sin datos reales.

SÉPTIMO.- INFRACCIÓN DEL PROCEDIMIENTO DE ELABORACIÓN POR OMISIÓN DEL "TEST PYMES" Y POR
NO HABERSE RECABADO EL INFORME DE LA AGENCIA ESPAÑOLA DE PROTECCIÓN DE DATOS (AEPD).

1. Sostiene la demandante en cuanto al "test PYMES" que lo ordena el artículo 26.3.d) Ley 50/1997 y no se
da razón de haberse omitido. Al respecto destaca que la MAIN admite que el 36% de los operadores UAS son
PYMES y que en el "Barómetro Drones" del Ministerio de Transportes, el 55% son empresas de diez o menos
trabajadores. Y en cuanto al Informe de la Agencia Española de Protección de Datos (AEPD), lo exige el artículo
5.2.b) del Estatuto de la AEPD aprobado por Real Decreto 389/2021, de 1 de junio, según el cual la AEPD «...
b) Informará preceptivamente cualesquiera anteproyectos de ley o proyectos de reglamento que incidan en la
materia propia del Reglamento (UE) 2016/679 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 27 de abril de 2016 , y
de la Ley Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre»

2. La Abogacía del Estado y el codemandado oponen en cuanto al "test PYMES" que la incidencia sobre las
PYMES lo aborda la MAIN (páginas 111 a 115), a propósito del análisis del impacto económico y en cuanto al
informe de la AEPD, aseguran que ninguna parte del Real Decreto 517/2024 incide en la privacidad pues las
prohibiciones y limitaciones en los entornos urbanos son por razones de seguridad en la vertiente de seguridad
ciudadana, protección persona y bienes.

3. El juicio de la Sala es también contrario a la estimación de este motivo de impugnación. En cuanto al "test
PYMES" porque aunque no se le dedique en la MAIN un epígrafe o apartado específico, de hecho aborda ese
impacto dentro del impacto en la economía, de lo que ya hemos dejado constancia. Y en cuanto a la falta de
informe de la AEPD, esta objeción es seria pero tenemos lo siguiente:

1º No cabe duda de que es preceptivo ese informe para la regulación de materias sobre tratamiento de datos
y libre circulación de datos y no es aceptable, como alegan las partes demandadas, que el uso de UAS no
incide en el bien "privacidad" pues el Reglamento de Ejecución alude a él en el Considerando (16) y siguientes
o en el artículo 15.1; además, al margen del aspecto operativo, a efectos de la relación electrónica con las
Administraciones, el artículo 63.1 prevé que el tratamiento de datos personales de menores dependerá del
consentimiento de padres o tutores.

2º El Considerando (18) del Reglamento de Ejecución nos dice que «... este Reglamento se entiende sin perjuicio
de la posibilidad de que los Estados miembros promulguen normas nacionales para someter a determinadas
condiciones las operaciones de aeronaves no tripuladas por razones ajenas al ámbito de aplicación de dicho
Reglamento, en particular por razones de seguridad pública o de protección de la privacidad y de los datos
personales con arreglo al Derecho de la Unión.».

3º A su vez el artículo 1.2 del Real Decreto 517/2024 prevé que «[l] o dispuesto en este real decreto se entiende
sin perjuicio del cumplimiento de otros requisitos y medios de intervención administrativa que sean exigibles
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conforme a la normativa que en cada caso resulte de aplicación, en particular en materia de ... protección de la
privacidad y de los datos personales,...»

4º Por tanto, tiene base lo que opone la Abogacía del Estado y es que una cosa será que, entre los bienes que
se consideran para regular las variadas restricciones figure la privacidad y otra distinta es que la incidencia de
la regulación de operaciones con UAS sea el objeto de esta disposición, a lo que se añade que este motivo
de impugnación es otro que se enarbola sin especial razonamiento más allá de la cita del artículo 5.2.b) del
Estatuto de la AEPD.

OCTAVO.- IMPUGNACIÓN DEL ARTÍCULO 63.1 REFERIDO A LA OBLIGACIÓN DE RELACIONARSE
ELECTRÓNICAMENTE CON LA ADMINISTRACIÓN.

1. Prevé el artículo 63.1 del Real Decreto 517/2024 esto: «1. Las personas físicas que sean operadores de UAS o
pilotos a distancia, o que pretendan serlo y se relacionen con la Agencia Estatal de Seguridad Aérea en el ámbito
de lo previsto en los Reglamentos Delegado y de Ejecución y este real decreto, están obligadas a relacionarse
con ella a través de medios electrónicos. Esta obligación no alcanza a los procedimientos sancionadores».

2. Entiende la demandante que tal precepto infringe el artículo 14.1 de la Ley 39/2015 que establece la regla del
artículo impugnado como voluntaria y sólo en el apartado 3 admite que, reglamentariamente, su obligatoriedad
se prevea excepcional y razonadamente. Pues bien, concluye, sobre tal extremo la MAIN nada razona y se
limita a citar el artículo 14.3.

3. La Abogacía del Estado y el codemandado oponen que es un hecho notorio, a efectos del artículo 281.4
de la Ley 1/2000, de 7 de enero, de Enjuiciamiento Civil, que quien tiene capacidad económica y técnica para
ser operador de UAS la tiene para relacionarse electrónicamente con la Administración. Así el Reglamento
de Ejecución prevé para los registros de UAS y de operadores de UAS, que los Estados procurarán que sean
digitales e interoperables, a partir de lo cual exponen diversos ejemplos tanto del Real Decreto 517/2024
como del Reglamento de Ejecución en el que pilotos y operadores se relacionan electrónicamente con
Administración.

4. El juicio de la Sala es contrario a la estimación de este motivo de impugnación. En efecto, en el Real Decreto
1036/2017 se establecía la voluntariedad de la relación electrónica, salvo para casos en que es obligatoria
según artículo 14.2 de la Ley 39/2015 (personas jurídicas, entidades sin personalidad jurídicas, profesionales
colegiados o representantes) y ahora el artículo 63.1 del Real Decreto 517/2024 lo impone ya, a operadores
y pilotos de UAS que sean personas físicas.

5. Este motivo de impugnación es relevante, ahora bien, en muy buena medida participa de lo que se nos
ha planteado en el primero de los ya vistos y es que la MAIN al evaluar las cargas administrativas dice que
«la mayoría de los operadores son empresas obligadas a comunicarse electrónicamente, y la mayoría de los
operadores aunque no están obligados también lo hacen electrónicamente».

6. Se constata así lo que opone la Abogacía del Estado y es que la justificación reglamentaria de esta obligación
parte de la realidad de que los ahora obligados ex artículo 63.1 son personas a las que cabe presumir, y sin
temeridad, su encaje en la excepción del artículo 14.3 de la Ley 39/2015, esto es, que por razón «... de su
capacidad económica, técnica, dedicación profesional u otros motivos...[puede presumirse] que tienen acceso
y disponibilidad de los medios electrónicos necesarios»;es más, la mera preparación y configuración y manejo
de un aparato UAS, permiten presumir unas habilidades digitales que no hacen extravagante la obligación
impugnada.

NOVENO.- IMPUGNACIÓN DEL ARTÍCULO 40.3.a) REFERIDO A LA "COMUNICACIÓN PREVIA" PARA
OPERACIONES EN ENTORNOS URBANOS.

1. El artículo 40.3.a) del Real Decreto 517/2024 prevé esto:

«a) Por razones de seguridad ciudadana, los operadores de UAS sujetos a la obligación de registrarse como
tales que pretendan llevar a cabo operaciones de UAS en entornos urbanos o sobre concentraciones de
personas, deberán comunicarlo previamente al Ministerio del Interior con una antelación mínima de cinco días
naturales respecto a la fecha prevista para el inicio de la operación. Esta comunicación podrá contener cuantas
operaciones se vayan a desarrollar en los cinco días naturales siguientes a la fecha de inicio de las operaciones
previstas en dicha comunicación, debiendo el operador indicar la fecha y la franja horaria concreta con la
suficiente delimitación de cada una de las operaciones a ejecutar.

» Las autoridades competentes en materia de seguridad pública en el ámbito territorial de la operación podrán
limitar o prohibir su realización cuando pueda dar lugar a graves riesgos para la protección de personas o bienes.
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»Cuando el incumplimiento de la obligación de realizar dicha comunicación previa o de las prohibiciones o
restricciones que se puedan imponer a las operaciones de UAS puedan incardinarse en alguna de las infracciones
en materia de seguridad ciudadana tipificadas en el capítulo V de la Ley Orgánica 4/2015, de 30 de marzo, de
Seguridad Ciudadana, le será de aplicación el régimen sancionador establecido en dicha ley.»

2. Probablemente este motivo de impugnación es de los más relevantes en la demanda y que, como
hemos visto, se integra también en el bloque primero de los motivos de impugnación (arbitrariedad). Esta
"comunicación previa" se impone en las operaciones en las zonas geográficas de UAS en entornos urbanos a
propósito de esas limitaciones, obligaciones y prohibiciones por razones de seguridad ciudadana y protección
a persona y bienes.

3. Dejamos ya constancia de que la nulidad de la Sección 3ª del Capítulo VI, relativa al "Registro de aeronaves
no tripuladas dependiente del Ministerio del Interior", no tiene por qué arrastrar a la figura y regulación de
la "comunicación previa" controvertida: una cosa es que decaiga -por la infracción procedimental estimada-
la obligación de inscribirse en ese Registro por parte de los operadores de UAS y otra que la referencia a la
obligación de registrarse se emplee en el artículo 40.3.a) como presupuesto de hecho para fijar el ámbito
subjetivo de la obligación de cumplir con la "comunicación previa".

4. Dicho lo anterior, sostiene la demandante que la "comunicación previa" impugnada no es tal y rechaza en
conclusiones lo que afirman la Abogacía del Estado y el codemandado: que se trata de una "comunicación
operativa" cuando lo cierto es que condiciona el ejercicio de un derecho, es más, ni quiera esa comunicación
debe hacerse a la Agencia Española de Seguridad Aérea (AESA), sino al Ministerio del Interior. Además no
cabe introducirla por el Real Decreto 517/2024 pues no es un trámite adicional para el que estaría habilitada
la Administración para introducirlo como especialidad procedimental ex artículo 1.2, segundo inciso, de
la Ley 39/2015, sino algo distinto; añade también que en el régimen de las declaraciones responsables y
comunicaciones del artículo 69.3 de la Ley 39/2015, se permite al administrado actuar desde la presentación,
pero en este caso se difiere al transcurso de los cinco días.

5. La Abogacía del Estado y el codemandado oponen que la figura de la "comunicación previa" es ajena
al artículo 69.3 de la Ley 39/2015; además estaba ya prevista en el Real Decreto 1036/2017, sólo que en
el impugnado se mejora y se hace más favorable pues antes debía hacerse con una antelación de diez
días y ahora de cinco. Por otra parte no hay un derecho previo a sobrevolar entornos urbanos y se trata
de una comunicación operativa, que no condiciona la actividad; en este sentido no se diferencia de otras
autorizaciones operativas no administrativas como, por ejemplo, autorización que da un controlador aéreo
para despegar o la comunicación de un plan de vuelo.

6. El juicio de la Sala es desfavorable a este motivo de impugnación por estas razones:

1º Por lo pronto, ya se preveía en la disposición adicional primera.4 del Real Decreto 1036/2017, sin que
el Consejo Estado la hubiese objetado, como tampoco ahora; además no consta que tal exigencia fuese
contestada por la demandante en todos estos años y, en fin, pese al tiempo transcurrido desde la vigencia del
Real Decreto 1036/2017, no es baladí que no se alegue alguna situación que, de hecho, evidencie que se trata
de un requisito desproporcionado.

2º Este dato es un hecho relevante y evidencia, de nuevo, que más que invocar un motivo de ilegalidad lo que
late es el desacuerdo y está fundado en el planteamiento global que inspira la demanda, tal y como hemos
expuesto en el Fundamento de Derecho Segundo: desde la lógica de la demandante el espacio aéreo es libre
y la "comunicación previa" es una restricción que parte de la idea de prohibición, una restricción que, como
veremos más abajo, se considera desproporcionada.

3º En cuanto a la cobertura de esta "comunicación previa", se deduce del artículo 15.1.a) del Reglamento de
Ejecución pues prevé que «1.Al definir las zonas geográficas de los UAS por motivos de seguridad, protección,
privacidad o medio ambiente, los Estados miembros podrán: a)...imponer condiciones particulares para algunas
o todas las operaciones de UAS o imponer una autorización operacional previa para algunas o todas las
operaciones de UAS...».

4º Que se refiera ese precepto a una "autorización operacional" o "comunicación operacional" según los
demandados, lejos de ser una suerte de licencia, de buscarse un precedente cabe apuntar a la comunicación
prevista en el artículo 8 de la Ley Orgánica 9/1983, de 15 de julio, reguladora del derecho de reunión.
Coinciden en que no es una solicitud de autorización o licencia, sino que implica la obligación de poner en
conocimiento de la Administración una actividad permitida pero cuyo ejercicio exige que la Administración
tenga la oportunidad comprobar la eventualidad de graves riesgos para la protección de personas o bienes. Se
trata, por tanto, de un requisito de legitimidad de una actividad, en este caso de operar con UAS en entornos
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urbanos, razones que explican que no se imponga por razón de seguridad aérea, sino ciudadana, por lo que
se dirige al Ministerio del Interior y no a AESA.

DÉCIMO.- IMPUGNACIÓN DE LA DISPOSICIÓN ADICIONAL DÉCIMA SOBRE : RÉGIMEN SANCIONADOR.

1. La disposición adicional décima, bajo la rúbrica de "Régimen sancionador" prevé esto:

« Cuando el incumplimiento de las disposiciones aplicables del Reglamento de Ejecución y de este real decreto
pueda incardinarse en alguna de las infracciones en materia de aviación civil tipificadas en la Ley 21/2003, de 7
de julio, o contra la protección de la seguridad ciudadana tipificadas en la Ley Orgánica 4/2015, de 30 de marzo,
o en alguna de las infracciones tipificadas en la disposición adicional segunda de la Ley 20/2015, de 14 de julio,
de Ordenación , Supervisión y Solvencia de las Entidades Aseguradoras y Reaseguradas, serán de aplicación sus
respectivos regímenes sancionadores, salvo que otra cosa se establezca en su normativa específica.»

2. La demandante impugna esta disposición adicional por infringir el principio de tipicidad y generar
inseguridad jurídica, luego infringe los artículos 9.3 y 25 de la Constitución. Con tal remisión no hay certeza de
qué conducta es ilícita, luego sancionable, pues se remite a una pluralidad de regímenes jurídicos.

3. La Abogacía del Estado y el codemandado oponen que «ni la Secretaría General Técnica ni el Consejo de
Estado en su dictamen 327/2024 hicieron observación alguna a este respecto»

4. El juicio de la Sala es desfavorable a este motivo de impugnación. Dejando al margen lo previsto en el
artículo 40.3.a), párrafo tercero, del Real Decreto 517/2024 al que ya hemos aludido, lo cierto es que como
ilícito ciertamente prevé el incumplimiento del Real Decreto 517/2024, pero en puridad no se tipifica conducta
alguna sino que se remite a tres leyes que regulan un sistema sancionador completo (tipifican infracciones y
prevén sanciones). Será al sancionar por el incumplimiento de alguna obligación, limitación o prohibición del
Real Decreto, cuando deberá calificarse el hecho según el régimen sancionador que se aplique e integrar el
incumplimiento en un tipo infractor, lo que no colisiona con la exigencia de taxatividad o exigencia de lex certa.

UNDÉCIMO.- IMPUGNACIÓN DEL ARTÍCULO 40.1 POR INFRACCIÓN DEL  ARTÍCULO 4.1 DE LA LEY 40/2015
POR "DESPROPORCIONALIDAD ".

1. Con este motivo insiste la demandante en la arbitrariedad al definir las zonas geográficas de UAS generales,
ahora para el entorno urbano. Insiste en que el real decreto impugnado vuelve a basarse en lo ya previsto en el
Real Decreto 1036/2017, y que el Reglamento de Ejecución ha supuesto un cambio el paradigma en el que lo
excepcional es limitar. Alega falta de proporcionalidad en la intervención administrativa al limitar el ejercicio
de derechos y el deber de elegir lo menos restrictivo, y no hay un estudio detallado de cada medida y de los
ámbitos que son "entorno urbano"; vuelve a insistir en lo ya dicho sobre la "comunicación previa" que evidencia
el planteamiento del real decreto: la regla general es la prohibición y se levanta con la comunicación previa.

2. La Abogacía del Estado y el codemandado se remiten a lo ya dicho respecto de la delimitación de zonas
geográficas de UAS generales por razón del entorno urbano y a que las limitaciones se previeron después de
los trámites de información pública y audiencia; insisten en que el Reglamento de Ejecución habilita a Estados
para definir las zonas (artículo 15.1) y qué es lo que se quiere prevenir y qué bienes preservar. Además -añade
la Abogacía del Estado- anular en este punto el Real Decreto 517/2024 traería el descontrol y recuerda que no
hay un derecho absoluto al uso del espacio aéreo.

3. El juicio de la Sala es desfavorable a este motivo de impugnación por estas razones:

1º Ciertamente, el Reglamento de Ejecución apela al principio de proporcionalidad en los Considerandos (5)
y (7) más en las previsiones operacionales que regula según las diferentes categorías; a esa regulación se
añade ya en el Derecho interno, que la Administración debe motivar desde el principio de proporcionalidad la
imposición de requisitos para el desarrollo de una actividad ( artículo 4.1 de la Ley 40/2015).

2º Ahora bien, que a estas alturas de la demanda se alegue la "desproporcionalidad" del artículo 40.1 lo califica
la codemandada como una suerte de "corolario lógico" que concita la oposición de la demandante a todo el
Real Decreto 517/2024. Esto es así y no cabe ya sino estar a lo expuesto respecto de la arbitrariedad (cfr.
supra Fundamento de Derecho Tercero), de forma que se reitera lo allí razonado en cuanto a la preservación
de los bienes que se quieren tutelar con las restricciones previstas en el Real Decreto 517/2024 y que ahora
se invocan, en detalle, para el precepto impugnado.

3º No obstante, debemos reparar en que el artículo 40.1 impugnado se centra, no tanto en esos aspectos, sino
que regula los ámbitos que integran el "entorno urbano" como zona geográfica de UAS general y ya hemos
dicho que la demandante viene a reconocer que, en ese aspecto, la delimitación de esa zona geográfica de
UAS general está justificada en la MAIN.

DUODÉCIMO.- COSTAS Y PUBLICACIÓN.
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JURISPRUDENCIA

1. Al ser la estimación parcial, no procede hacer imposición de las costas ( artículo 139.1 de la LJCA).

2. El fallo de esta sentencia debe publicarse en el Boletín Oficial del Estado ( artículo 72.2 de la LJCA).

F A L L O

Por todo lo expuesto, en nombre del Rey y por la autoridad que le confiere la Constitución, esta Sala ha decidido ,

PRIMERO.-Estimar en parte el recurso contencioso-administrativo interpuesto por la representación procesal
de la ASOCIACIÓN NACIONAL DE PILOTOS DE DRONEScontra el Real Decreto 517/2024, de 4 de junio, por el
que se desarrolla el régimen jurídico para la utilización civil de sistemas de aeronaves no tripuladas (UAS), y se
modifican diversas normas reglamentarias en materia de control a la importación de determinados productos
respecto a las normas aplicables en materia de seguridad de los productos; demostraciones aéreas civiles;
lucha contra incendios y búsqueda y salvamento y requisitos en materia de aeronavegabilidad y licencias para
otras actividades aeronáuticas; matriculación de aeronaves civiles; compatibilidad electromagnética de los
equipos eléctricos y electrónicos; Reglamento del aire y disposiciones operativas comunes para los servicios
y procedimientos de navegación aérea; y notificación de sucesos de la aviación civil.

SEGUNDO.-Se declara la nulidad de la Sección 3ª del Capítulo VI, y se desestima la demanda en todo lo demás.

TERCERO.-En cuanto a las costas, estese a lo razonado en el último Fundamento de Derecho de esta sentencia.

CUARTO.-Publíquese la parte dispositiva de esta sentencia en el Boletín Oficial del Estado.

Notifíquese esta resolución a las partes e insértese en la colección legislativa.

Así se acuerda y firma.
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